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Segundo informe de la Corte sobre las repercusiones 

financieras del Proyecto de Directrices por las que se han de 

regir las relaciones entre la Corte y los intermediarios* 

I. Introducción 

1. En su undécimo período de sesiones en 2012, en su resolución ICC-ASP/11/Res.8, 

la Asamblea de los Estados Partes (la "Asamblea") tomó nota del Proyecto de Directrices 

por las que se han de regir las relaciones entre la Corte y los intermediarios ("Proyecto de 

Directrices para intermediarios" o "Proyecto de Directrices")
1

. Estas Directrices y 

documentos de referencia se prepararon con el fin de proporcionar un marco con normas y 

procedimientos comunes en áreas que permitan normalizar las relaciones de la Corte con 

sus intermediarios. En la misma resolución, la Asamblea invitó asimismo a la Mesa a que 

"discutiera en profundidad" este tema con la Corte
2
.  

2. Como parte de este nuevo análisis, la Corte presentó al Comité de Presupuesto y 

Finanzas (el "Comité"), en su 20º período de sesiones en abril de 2013, el Proyecto de 

Directrices para intermediarios, así como un modelo de contrato y un código de conducta. 

Asimismo, la Corte presentó un resumen de las repercusiones financieras de la aplicación 

del Proyecto de Directrices
3
 y respondió a cuestiones previas al período de sesiones sobre 

dicha materia
4
. En esta documentación, la Corte señaló que persigue aplicar íntegramente 

las Directrices para intermediarios, una vez hayan sido adoptadas oficialmente, con el fin de 

proteger los intereses de la Corte, las partes, los participantes y los intermediarios. Sin 

embargo, esta aplicación integral tendrá repercusiones financieras para un número limitado 

de secciones dentro de la Corte.  

3. El documento presentado al Comité bajo el título "Resumen de repercusiones 

financieras" establece un número de costes de este tipo que pueden identificarse. Al 

constatar que las consecuencias exactas en cuanto a costes son difíciles de predecir, la Corte 

señaló que las principales repercusiones financieras tendrán un impacto en la Sección de 

Reparación y Participación de las Víctimas, la Dependencia de Víctimas y Testigos y la 

Sección de Seguridad y Vigilancia en la Secretaría. En espera de una nueva evaluación de 

las repercusiones que tendrán en la práctica las Directrices para intermediarios sobre las 

actividades de la Corte , la Corte se propone incorporar los costes de aplicación de las 

                                                 
* Publicado anteriormente con la signatura CBF/21/8. 
1 Documentos Oficiales de la Asamblea de los Estados Partes en el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, 

undécimo período de sesiones, La Haya, 14 a 22 de noviembre de 2012 (ICC-ASP/11/20), vol I, parte III A, 
ICC-ASP/11/Res.8, párr. 50. 
2 Ibíd. 
3 Comité de Presupuesto y Finanzas, 20º período de sesiones, abril de 2013, Proyecto de Directrices por las que se 
han de regir las relaciones entre la Corte y los intermediarios: resumen de repercusiones financieras 

(CBF20/01S05), 22 de marzo de 2013. 
4 Comité de Presupuesto y Finanzas, 20º período de sesiones, abril de 2013, Primer conjunto de cuestiones previas 
al período de sesiones para la Corte (CCBF20/01S06), 15 de abril de 2013. 
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Directrices dentro de los recursos solicitados para 2014. Sobre la base de dicha evaluación 

global, la Corte examinará los recursos que requieran las secciones pertinentes.  

4. En su 20º período de sesiones
5
, el Comité señaló en su informe que la aplicación de 

las Directrices propuestas tendrá repercusiones presupuestarias en la Secretaría en términos 

de contratación, formación y viajes. No obstante, el Comité concluyó que no disponía de 

información suficiente para evaluar las consecuencias. Habida cuenta del impacto que la 

aplicación de las Directrices propuestas tendrá indudablemente en las finanzas de la Corte, 

el Comité recomendó que en su 21º período de sesiones se le presentara un informe sobre 

"los principales mecanismos elegidos y sus consecuencias presupuestarias". El comité pidió 

además que se le comunicara si habría que prever consignaciones para la remuneración o 

compensación de los intermediarios y, en tal caso, cuáles serían las escalas 

correspondientes de remuneración o compensación.  

5. El apartado 4.1 del Proyecto de Directrices identifica a los intermediarios como 

proveedores de servicio voluntarios que no tienen derecho a ningún tipo de compensación, 

sin perjuicio del reembolso de gastos acordado previamente
6
. Las Directrices establecen 

que, por regla general, "un intermediario no debe recibir remuneración alguna como 

contratista particular". En caso extraordinario de remuneración a intermediarios, dichos 

intermediarios deberán ser contratados, las condiciones de remuneración deberán quedar 

claramente definidas por medio de las condiciones del contrato y cualquier remuneración 

deberá atenerse al código de conducta. La Fiscalía es el único órgano de la Corte que 

remunera a sus intermediarios. 

6. A continuación se exponen las disposiciones adoptadas por los órganos relevantes y 

secciones de la Corte para el reembolso, compensación y remuneración de intermediarios.  

II. Fiscalía 

7. Tras una evaluación de riesgos/beneficios, la Fiscalía podrá decidir incorporar 

formalmente a una persona en calidad de intermediario contratado. La Fiscalía remunera a 

los intermediarios por las tareas que desempeñan para la Oficina. Remunera a 

intermediarios por tareas específicas según lo acordado, incluyendo el contacto con testigos 

o el apoyo para la celebración de reuniones. Antes de suscribir un contrato, los 

intermediarios se someten a un control. A fin de agilizar el contacto con el intermediario, se 

nombra a un miembro del personal de investigación como "controlador". El "controlador" 

es supervisado por el Jefe del equipo de investigación para garantizar un control en el uso y 

gastos del intermediario.  

8. La Fiscalía contrata a sus intermediarios a través de un Acuerdo estándar de 

servicios especiales (véase el anexo I para modelos de contrato en francés e inglés). La 

Sección de Recursos Humanos se encarga de los trámites pertinentes. El contrato estipula 

que las personas contratadas desempeñan sus funciones a título personal y no son ni 

"miembros del personal" ni "funcionarios" de la Corte. El contrato define los servicios, la 

escala (por regla general nivel G2 a G4) y la remuneración conforme a la escala de sueldos 

locales establecida por las Naciones Unidas (véase anexo II)
7
. Este tipo de contrato solo 

sirve para el pago de servicios y no da derecho a los intermediarios a beneficios tales como 

vacaciones remuneradas, contribuciones al régimen de pensiones o seguro médico. 

Asimismo, el pago no se efectúa hasta que los servicios se hayan prestado de forma 

satisfactoria. 

9. El pago total realizado a los intermediarios por parte de la Fiscalía en concepto de 

remuneración por servicios prestados durante 2012 ascendió a 5.490 euros. El pago procede 

del presupuesto para el personal de la Fiscalía (Asistencia temporaria general), dado que los 

fondos para el pago de intermediarios no constituyen una partida presupuestaria por 

                                                 
5  Informe del Comité de Presupuesto y Finanzas sobre los trabajos de su 20º período de sesiones (ICC-
ASP/12/5/Rev.1) 7 de junio de 2013, párrs. 121 – 123. 
6  En el apartado 4, el Proyecto de Directrices establece que cuando la Corte o los abogados soliciten 

intermediarios, los costes derivados del desempeño de tales tareas deben ser reembolsados con arreglo al acuerdo 

anterior si los recursos financieros de la Corte lo permiten. El apartado 11 del modelo de contrato anexo a las 

Directrices rige el reembolso de los gastos en los que incurran los intermediarios.  
7 Naciones Unidas fija estas escalas conforme al lugar de destino. Para más información sobre todas las escalas, 
véase: http://www.un.org/depts/OHRM/salaries_allowances/salaries/gs.htm.  

http://www.un.org/depts/OHRM/salaries_allowances/salaries/gs.htm
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separado. En el proyecto de presupuesto por programas para 2014 la Fiscalía prevé un 

aumento en el número de testigos, lo que puede dar lugar a un aumento en el número de 

intermediarios. Además de la remuneración, la Fiscalía reembolsa a los intermediarios los 

gastos en los que hayan incurrido en el desempeño de los servicios contratados, tales como 

los costes de transporte y de comunicación. Estos costes deberán acordarse con la Fiscalía y 

el reembolso solamente se llevará a cabo previa presentación de las facturas pertinentes. 

Los recursos para dichos costes no figuran en una partida presupuestaria por separado, sino 

que se toman de los fondos para las Operaciones sobre el Terreno, que forman parte del 

presupuesto de la División de Investigaciones. 

III. Secretaría 

Sección de Documentación e Información Pública  

10. La Sección de Documentación e Información Pública no proporciona remuneración 

ni compensación a intermediarios. La Dependencia de Sensibilización ha indicado 

anteriormente que la aplicación integral del Proyecto de Directrices para intermediarios no 

tendrá repercusiones financieras para la Sección de Documentación e Información Pública. 

En la medida de lo posible, la Sección de Documentación e Información Pública trabaja por 

medio de servicios contractuales formales que están sujetos a un proceso de adquisición. La 

Sección de Documentación e Información Pública reembolsa a los intermediarios 

contratados los costes en los que incurran en el desempeño de las tareas acordadas. Estos 

gastos se cubren con la partida presupuestaria 5000 o 3440 del SRF y se reembolsan previa 

presentación de facturas y, excepcionalmente, recibos. Las escalas de reembolso figuran en 

el anexo III. La Sección de Documentación e Información Pública explica a los 

intermediarios que la Corte no se hace responsable de ningún incidente que pueda ocurrir 

en el desempeño de sus servicios a la Corte. La mayoría de intermediarios de la Sección de 

Documentación e Información Pública corre riesgos por la propia naturaleza del trabajo que 

desempeñan y no necesariamente como resultado de su asistencia o relación con la Sección 

de Documentación e Información Pública y la Corte.  

Sección de Apoyo a los Abogados 

11. La Sección de Apoyo a los Abogados no contrata directamente a sus intermediarios 

ni tampoco les proporciona remuneración o compensación. En el contexto de la Sección de 

Apoyo a los Abogados, los abogados externos, los auxiliares sobre el terreno
8  

o los 

especialistas
9
 (remunerados conforme a los honorarios establecidos por el sistema de 

asistencia letrada de la Corte) son los que contratan y tratan con intermediarios. Los 

intermediarios no forman parte formalmente del sistema de asistencia letrada de la Corte, 

puesto que el trabajo que desempeñan es supuestamente voluntario y gratuito. El único 

aspecto que tendrá una repercusión en el presupuesto de asistencia letrada de la Corte es la 

cuestión de los gastos en los que incurren los intermediarios cuando actúan en nombre de 

equipos que se benefician del sistema de asistencia letrada de la Corte.  

                                                 
8 Véanse párrafos 62 y 63 del Documento único de política de la Secretaría sobre el sistema de asistencia letrada 
de la Corte. 
9  Los intermediarios a los que les sea encomendada una tarea a petición de un abogado pueden recibir 

compensación si son contratados como "especialistas" tal y como se contempla en la norma 139 del Reglamento 
de la Secretaría.  

http://www.icc-cpi.int/iccdocs/asp_docs/ASP12/ICC-ASP-12-3-SPA.pdf
http://www.icc-cpi.int/iccdocs/asp_docs/ASP12/ICC-ASP-12-3-SPA.pdf
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12. Estos gastos se descuentan del presupuesto de investigación de los equipos jurídicos 

(para las víctimas, ese presupuesto para todo el proceso es una cantidad fija de 43.752 

euros, mientras que para la defensa es de 73.006 euros
10

). Estos gastos no se tuvieron en 

cuenta al evaluar el presupuesto de investigación de una suma fija apropiada que otorga la 

Secretaría a equipos jurídicos externos. Por tanto, como solución provisional, la Sección de 

Apoyo a los Abogados puede aceptar estos gastos adicionales ad hoc y caso por caso 

cuando "sean razonablemente necesarios para una representación letrada efectiva y 

eficiente"
11

. Se trata del mismo test que la Sección de Apoyo a los Abogados aplica a todas 

las categorías de gastos que son reembolsados con arreglo al sistema de asistencia letrada 

de la Corte. Por regla general y en virtud del párrafo 1 de la norma 83 del Reglamento de la 

Corte, el sistema de asistencia letrada de la Corte cubrirá todos los "gastos relativos a la 

obtención de pruebas, gastos administrativos, de traducción e interpretación, de viaje y 

dietas diarias"
12

. Los gastos se reembolsarán normalmente solo previa presentación de 

recibos originales de los costes incurridos. 

13. Cuando el abogado solicita recursos adicionales para la investigación conforme al 

párrafo 3 de la norma 83 del Reglamento de la Corte se aplica un procedimiento similar. Al 

evaluar estas solicitudes de recursos adicionales, la Sección de Apoyo a los Abogados, teniendo 

presente que los costes adicionales de reembolso de los gastos de los intermediarios pueden 

suponer una carga adicional en el presupuesto de investigación, concederá los recursos 

adicionales cuando sean necesarios y la situación lo justifique. A medida que la Sección de 

Apoyo a los Abogados gane más experiencia y esté más preparada para cuantificar el impacto 

de dichos gastos adicionales sobre los presupuestos de investigación de los equipos, estará en 

condiciones de hacer una propuesta de aumento de la prestación de asistencia letrada para el 

presupuesto de investigación. 

Sección de Reparación y Participación de las Víctimas 

14. Las consecuencias presupuestarias de la aplicación integral del Proyecto de 

Directrices para intermediarios en la Sección de Reparación y Participación de las Víctimas 

se recogieron en el Informe de la Corte al Comité en su 20º período de sesiones en abril de 

2013. Los recursos adicionales que la Sección de Reparación y Participación de las 

Víctimas señaló no estaban destinados al reembolso o la remuneración de intermediarios, 

sino para recursos humanos adicionales con el fin de gestionar y supervisar a los 

intermediarios contratados por la Sección de Reparación y Participación de las Víctimas. A 

pesar de la incorporación de responsabilidades adicionales entre los recursos existentes, y 

habida cuenta de la importancia del papel que desempeña la Sección de Reparación y 

Participación de las Víctimas
13

 en materia de formación y supervisión de intermediarios, 

entre otros aspectos, puede ser apropiado buscar recursos específicos a la espera de una 

nueva evaluación basada en la experiencia actual de la aplicación del Proyecto de 

Directrices.  

                                                 
10 Las suposiciones generales relativas a esta cantidad fija se detallan en el párr. 46 ss. del "Documento único de 
política de la Secretaría sobre el sistema de asistencia letrada de la Corte". Cabe señalar que de conformidad con la 

norma 83(3) del Reglamento de la Corte, el abogado para la defensa o un representante legal de la víctima pueden 

solicitar medios adicionales de la Secretaría en forma de recursos adicionales para investigaciones. Las decisiones 
que adopte la Secretaría en respuesta a tales solicitudes se pueden apelar ante las Salas.  
11 Norma 83 del Reglamento de la Corte. 
12 La Sección de Apoyo a los Abogados proporciona un espacio de oficina en la Corte con acceso telefónico. Ha 
facilitado teléfonos satélite y ha pagado las facturas de teléfono de los auxiliares sobre el terreno asociadas a la 

comunicación con las víctimas. La misma política es aplicable para los medios técnicos. La Sección de Apoyo a 

los Abogados proporciona oficinas totalmente equipadas a los equipos para las víctimas y la defensa y un portátil 
para cada equipo. La Sección de Apoyo a los Abogados también se encarga de que la Sección de Tecnologías de la 

Información y la Comunicación proporcione medios técnicos al equipo para trabajo sobre el terreno (p. ej., 

cámaras digitales, etc.) Para más información sobre el reembolso de gastos con arreglo al sistema de asistencia 

letrada de la Corte, véase párr. 139, 46 ss. del Documento único de política de la Secretaría sobre el sistema de 

asistencia letrada de la Corte. 
13 Sala de Cuestiones Preliminares II, Decisión por la que se establecen los principios relativos al proceso de 
solicitud de las víctimas (ICC-01/04-02/06), 28 de mayo de 2013, en la causa El Fiscal c. Bosco Ntaganda. 

http://www.icc-cpi.int/iccdocs/asp_docs/ASP12/ICC-ASP-12-3-SPA.pdf
http://www.icc-cpi.int/iccdocs/asp_docs/ASP12/ICC-ASP-12-3-SPA.pdf
http://www.icc-cpi.int/iccdocs/asp_docs/ASP12/ICC-ASP-12-3-SPA.pdf
http://www.icc-cpi.int/iccdocs/asp_docs/ASP12/ICC-ASP-12-3-SPA.pdf
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15. La Sección de Reparación y Participación de las Víctimas no proporciona 

remuneración ni compensación a intermediarios. De conformidad con el Proyecto de 

Directrices para intermediarios, la Sección de Reparación y Participación de las Víctimas 

reembolsa los gastos a los intermediarios cuando, sobre la base de un acuerdo previo, se les 

solicita que desempeñen actividades específicas. Las escalas para el reembolso de gastos a 

intermediarios para cinco países en los que hay situaciones figuran en el anexo IV. Todos 

estos pagos se llevan a cabo con la partida presupuestaria "Otros servicios por contrata 

(5900)" de la Sección de Reparación y Participación de las Víctimas, que cubre gastos 

relacionados con la realización de las actividades sobre el terreno. 

Sección de Seguridad y Vigilancia y Dependencia de Víctimas y Testigos 

16. El Proyecto de Directrices para intermediarios exige a la Dependencia de Víctimas y 

Testigos y a la Sección de Seguridad y Vigilancia que evalúen a los intermediarios para 

garantizar que cuentan con sus propias disposiciones en materia de seguridad y que no 

comprometerán la seguridad de las víctimas, testigos, personal o la información 

confidencial que recaben. El Proyecto de Directrices exige a la Sección de Seguridad y 

Vigilancia y a la Dependencia de Víctimas y Testigos que lleven a cabo evaluaciones de 

riesgos para maximizar la seguridad de los intermediarios y adoptar medidas en caso 

necesario. Tanto la Dependencia de Víctimas y Testigos como la Sección de Seguridad y 

Vigilancia requieren recursos adicionales para aplicar íntegramente el proyecto de 

Directrices y, al igual que sucede con los recursos adicionales que requiere la Sección de 

Reparación y Participación de las Víctimas, se establecieron en el informe de la Corte al 

Comité de marzo de 2013.  

17. Por lo que respecta a la ejecución de sus servicios y operaciones, ni la Dependencia 

de Víctimas y Testigos ni la Sección de Seguridad y Vigilancia contratan intermediarios 

para que realicen tareas para ellos. Su contacto con los intermediarios será siempre a través 

del órgano o sección de la Corte (p. ej., Sección de Documentación e Información Pública, 

Sección de Reparación y Participación de las Víctimas, Fondo Fiduciario u Oficina del 

Defensor Público para las Víctimas) que vaya a contratar al intermediario y desempeña el 

papel de "punto de enlace". La única excepción a esta práctica será en caso de emergencia 

y/o en caso de un incidente. En tales casos, el intermediario contactaría directamente con la 

Dependencia de Víctimas y Testigos (si el intermediario está en riesgo debido al testimonio 

prestado) o la Sección de Seguridad y Vigilancia (para el resto de intermediarios). Así, la 

Dependencia de Víctimas y Testigos y la Sección de Seguridad y Vigilancia no reclutan, 

contratan, compensan, remuneran ni reembolsan a intermediarios.  

18. Sobre esta base, la Corte solicita el asesoramiento del Comité sobre el Proyecto de 

Directrices para intermediarios y espera poder garantizar la aprobación de la Asamblea en su 

duodécimo período de sesiones. La aplicación integral de las Directrices, una vez hayan sido 

aprobadas oficialmente, tendrá consecuencias positivas sobre la integridad de los 

procedimientos judiciales de la Corte en tanto en cuanto se asegura una supervisión adecuada 

de todos los intermediarios y se contribuye también a la seguridad de las víctimas y testigos. 

19. La aplicación integral del Proyecto de Directrices tendrá repercusiones financieras 

para un número limitado de secciones dentro de la Corte. El proyecto de presupuesto por 

programas para 2014 de la Corte ha sido cuidadosamente considerado y elaborado 

modestamente a la luz del clima financiero reinante. En espera de una evaluación completa de 

las repercusiones que tendrán en la práctica las Directrices para intermediarios sobre las 

actividades de la Corte, la Corte se propone incorporar los costes de aplicación dentro de los 

recursos solicitados para 2014. Aunque la Corte debe afrontar costes inevitables por la 

aplicación del proyecto de Directrices para intermediarios, conviene reiterar que el uso de 

intermediarios es al fin y al cabo rentable para la Corte. Los intermediarios llevan a cabo 

tareas que resultarían muy costosas de realizar para la Corte tales como la comunicación con 

las víctimas y testigos en lugares remotos y a veces inseguros. 

20. La Corte procura proporcionar información completa y transparente en todos los 

aspectos del Proyecto de Directrices con el fin de facilitar un análisis y evaluación 

completos por el Comité. La Corte acoge con agrado los conocimientos especializados y el 

asesoramiento del Comité con respecto al Proyecto de Directrices por las que se han de 

regir las relaciones entre la Corte y los intermediarios. 
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Anexo I 

Contratos de Acuerdos de servicios especiales para 

intermediarios de la Fiscalía 

CONTRATO PARA CONTRATISTA PARTICULAR 
 

N.º CONTRATO:  Estatus:  N.º enmienda:        Oficina:   

Código contable de asignación:  N.º ÍNDICE:  Nacionalidad:   

 

Contrato celebrado entre la Corte Penal Internacional y (en lo sucesivo denominado Contratista Particular). 

 

 

Dirección:  

 

 

 

N.º tel.:  

 

1. MANDATO O ASIGNACIÓN DE TRABAJO 

 

 

Detalles del viaje:   

(si existe autorización) 

2. DURACIÓN DEL CONTRATO: 

 

Este contrato comienza y termina con la finalización satisfactoria de los servicios arriba descritos, pero no después de a menos que se 

rescinda antes con arreglo a los términos del presente contrato. Este contrato está sujeto a las condiciones que figuran en la página 

siguiente. 

3. CONTRAPRESTACIÓN– En contraprestación por los servicios prestados por el Contratista Particular con arreglo a los términos 

del presente contrato, la Corte pagará al Contratista Particular previa certificación de que los servicios se han prestado de manera 

satisfactoria. 

 

Honorarios     Por día    Por semana 
Moneda:   

Total máx. de 

honorarios:    

00,00 
    Por mes    Pago único 

 Los honorarios se han de abonar una vez cumplido correctamente el contrato. Para el pago a plazos se requiere un certificado para 

cada fase que confirme que los servicios se han prestado de forma satisfactoria. 

Reconozco que he leído y acepto las condiciones que figuran en la página siguiente. 

 

 

 

Contratista Particular:           FIRMA: 

 

 

 

 

 

FECHA:       

FIRMA DEL OFICIAL DE CERTIFICACIÓN DE LA OFICINA 

SUSTANTIVA: 
  

 

 
 

 (Fecha) 

 

 
 

 

 
 

           (Fecha) 
 

Distribución: - Contratista Particular  -Oficina Solicitante  -Recursos Humanos                 -Presupuesto y Finanzas 
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CONDICIONES DEL SERVICIO - CONSTRATISTAS PARTICULARES/CONSULTORES 

1. NATURALEZA JURÍDICA 

Los individuos contratados en virtud de un contrato para contratista particular o consultor actúan a título personal y no como representantes de un Gobierno o cualquier 
otra autoridad externa a la Corte Penal Internacional. No son "miembros del personal" con arreglo al Reglamento del Personal de la Corte ni "funcionarios" a los efectos 

del acuerdo de privilegios e inmunidades de la Corte Penal Internacional. 

2. OBLIGACIONES 

Los contratistas particulares y consultores tienen el deber de respetar la imparcialidad e independencia de la Corte Penal Internacional y no solicitarán ni aceptarán instrucciones 
relativas a los servicios que desempeñen para la Corte de ningún Gobierno ni de ninguna autoridad externa a la Corte. Durante su período de servicio para la Corte, los 

contratistas particulares y consultores se abstendrán de cualquier conducta que pueda desacreditar a la Corte y no ejercerán ninguna actividad que sea incompatible con el 

desempeño de sus funciones con la Corte. Los contratistas particulares y consultores deberán observar la mayor discreción en todos los asuntos oficiales de la Corte. Salvo que 
el funcionario competente de la oficina pertinente autorice lo contrario, los contratistas particulares y consultores no deben comunicar nunca a los medios ni a ninguna 

institución, persona, Gobierno u otra autoridad externa a la Corte ninguna información que no haya sido hecho pública y que haya llegado a su conocimiento por su vinculación 

con la Corte. Los contratistas particulares y consultores no deben hacer uso de dicha información sin una autorización expresa por escrito de la Corte. El contratista particular o 
consultor tampoco podrá hacer uso de dicha información a fin de obtener ventajas de carácter privado. Estas obligaciones no concluyen al cesar sus servicios con la Corte. 

3. DERECHOS DE TITULARIDAD 

La Corte Penal Internacional tendrá derecho a todos los derechos de propiedad, incluyendo, de manera enunciativa, mas no limitativa, patentes, derechos de autor y marcas 

registradas con respecto al material que tenga relación directa o que sea producto de los servicios prestados a la Organización a cargo del contratista particular o consultor. 

A petición de la Corte, el contratista particular o consultor prestará su asistencia a fin de garantizar tales derechos de propiedad y transferirlos a la Organización de 

conformidad con los requisitos de la legislación aplicable. 

4. VIAJES 

Si la Corte Penal Internacional exige a los contratistas particulares o consultores realizar un viaje a un lugar alejado de su lugar de residencia habitual, el viaje correrá a cargo de 
la Corte y se regirá por las condiciones equivalentes a las disposiciones relevantes de la serie 100 del Reglamento del Personal de la Corte (Capítulo VII). El viaje deberá 

efectuarse con arreglo a la tarifa aérea menos costosa ofrecida con carácter regular o equivalente a menos que se apruebe antes otro estándar superior a cargo de o en nombre del 

Secretario o del Fiscal; para el viaje en tren, la tarifa será de primera clase. El pago de los gastos no se tramitará hasta que el contratista particular o consultor presente las 
reclamaciones pendientes por concepto de viajes para la liquidación, si procede. 

5. CERTIFICADO MÉDICO 

Los contratistas particulares y consultores que tengan intención de trabajar en cualquier oficina de la Corte deberán presentar un certificado médico de buena salud antes 

de comenzar los trabajos y asumir plena responsabilidad por la veracidad de dicho certificado. Deberá incluir una confirmación de que han sido informados plenamente 
acerca de las vacunas necesarias en el país o países en los que se haya autorizado el viaje. 

6. SEGURO 

Los contratistas particulares y consultores son plenamente responsables de tramitar, por cuenta propia, un seguro de vida, salud y de cualquier otro tipo que consideren 

oportuno y que cubra el período de los servicios que vayan a prestar en nombre de la Corte. Los contratistas particulares y consultores no tienen derecho a participar en los 

planes de seguro médico o de vida disponibles para los miembros del personal de la Corte. La responsabilidad de la Corte está limitada exclusivamente al pago de la 

compensación con arreglo a las condiciones que se describen en el párrafo 7 siguiente. 

7. MUERTE, LESIONES O ENFERMEDAD EN ACTO DE SERVICIO 

Los contratistas particulares y consultores que cuenten con autorización para viajar a expensas de la Corte o que en virtud del contrato deban prestar sus servicios en una oficina 
de la Corte, o las personas a su cargo si procede, tendrán derecho en caso de muerte, lesión o enfermedad imputable al desempeño de sus funciones en nombre de la Corte 

durante un viaje oficial o mientras trabajen con carácter oficial en una oficina de la Organización a una indemnización equivalente a la indemnización que, en virtud del 

Apéndice D del Reglamento del Personal, se pagaría a un miembro del personal en el escalón V de la categoría de oficial de primera (P-4) de la categoría profesional. 

8. ARBITRAJE 

Cualquier disputa surgida de o en conexión con el contrato, que no pueda resolverse mediante negociaciones, se someterá a arbitraje en La Haya por un árbitro único 

acordado por ambas partes. En caso de que las partes no fueran capaces de acordar un único árbitro en un plazo de 30 días a partir de la solicitud de arbitraje, cada parte 

procederá a designar un árbitro y los dos árbitros designados se pondrán de acuerdo sobre el tercero. De no llegarse a tal acuerdo, cada parte podrá solicitar la designación 
del tercer árbitro por el Presidente del Tribunal Administrativo de la Organización Internacional del Trabajo. La sentencia dictada en el arbitraje constituirá la resolución 

definitiva de la disputa. 

9. RESCISIÓN DEL CONTRATO: 

Cualquiera de las dos partes puede rescindir el presente contrato antes de su fecha de vencimiento mediante notificación por escrito a la otra parte. El período de aviso de 
dicha notificación será de cinco días en el caso de contratos para un período total de menos de dos meses y catorce días en caso de contratos de mayor duración. 

En caso de rescindirse el contrato de esta manera antes de su vencimiento, el contratista particular o consultor será indemnizado sobre una base pro rata solo por la cantidad real de los 
servicios prestados y juzgados como satisfactorios por la Corte. Los costes adicionales incurridos por la Corte que resulten de la rescisión del contrato por parte del contratista 

particular o consultor podrán ser retenidos de cualquier suma que la Corte le deba al contratista particular o consultor. 

10. FISCALIDAD 

La Corte Penal Internacional no asume ninguna responsabilidad en cuanto a impuestos, derechos o cualquier otra contribución que debe abonar el contratista particular 

para los pagos efectuados en el marco del presente contrato. La corte no emitirá al contratista particular o consultor ninguna declaración de ingresos. 

11.  ASIGNACIÓN DE EMERGENCIA 

 Los contratistas particulares y consultores podrán recibir una asignación de emergencia en lugar de los honorarios habituales si otro personal de la Corte Penal 
Internacional está recibiendo dicha asignación y la Corte, teniendo en cuenta todas las circunstancias, considera conveniente pagar dicha asignación a contratistas 

particulares y consultores. 
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Anexo II 

Escalas de sueldos locales de Naciones Unidas 
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Anexo III - Escalas de reembolso de la Sección de Documentación e Información Pública 

 Costa de Marfil Uganda Kenya República Democrática del Congo República Centroafricana 

Tiempo de emisión de radio y 

televisión, 

difusión de materiales  

de la Corte Penal 

Internacional y  

espacio en periódicos 

 

No aplicable. Las radiodifusiones ordinarias se 

contratan a través de la Sección de 
Adquisiciones. 

 

En casos excepcionales, cuando así 
se requiera, la radiodifusión de 

mensajes de la Corte Penal 

Internacional (5 veces al día) 
durante un mes se paga en 

metálico. La cantidad varía entre 

500.000 UGX (160 euros) y 
1.120.000 UGX (350 euros).  

Todos los servicios se pagan 

mediante adquisición. 

En Bunia, entre 200 dólares EE.UU. y 1.400 

dólares EE.UU.; en Kinshasa, entre 450 
dólares EE.UU. y 1.500 dólares EE.UU. por 

mes. La tarifa más alta solo tiene carácter 

ocasional, para actos de gran relieve o 
actuaciones judiciales significativas.  

 

En Bunia, 600 dólares EE.UU.; en Kinshasa, 
1.100 dólares EE.UU. cada vez. 

Entre 300.000 CFA (460 euros) y 

65.000 CFA (100 euros) por mes. 

Alquiler de recintos/locales Cada vez, 100.000 

CFA; aprox. 150 
euros. 

Cada vez, 310.000 UGX; 100 

euros. 
 

300.000 KSH para cubrir 

depósitos que han de pagarse 
en metálico cada vez que se 

reserva un local (entre el 10% y 

el 15% de la cantidad total de la 
factura). 

En Bunia el coste oscila entre 300 dólares 

EE.UU. y 600 dólares EE.UU. 
En Kinshasa el coste oscila entre 800 dólares 

EE.UU. y 1.200 dólares EE.UU. 

Los propietarios de recintos 

siempre requieren el pago en 
metálico. 195.000 XAF ± 300 

euros al día. 

Movilización y asistencia 

para la facilitación/tarifas 

para actividades de 

sensibilización 

65.000 CFA (aprox. 

100 euros) cada 

vez. 

Entre 100.000 UGX (30 euros) y 

200.000 UGX (60 euros) por 

actividad. 

Entre 12.000 KES (110 

euros) y 16.000 KES (140 

euros) por actividad. 

250 dólares EE.UU. (180 euros) por actividad. 

  

50.000 XAF (80 euros) por 

actividad. 

 

Impresión de carteles y 

pancartas 

No aplicable.  600.000 UGX (200 euros), 1 vez 

al año. 

100.000 KES (900 euros), 2 

veces al año. 

600 dólares EE.UU. (450 euros), 2 veces al 

año, para actos especiales 

325.000 XAF (500 euros), 1 vez 

al año. 

Transporte de participantes a 

sesiones de sensibilización 

5.000 CFA (8 
euros) por 

participante 

155.000 UGX (50 euros) por 
participante.  

Entre 4.000 KES (40 euros) 
y 6.000 KES (55 euros) por 

participante. 

Bunia: entre 60 dólares EE.UU. (45 euros) y 200 
dólares EE.UU. (150 euros) por participante; 

Kinshasa: entre 50 dólares EE.UU. (35 euros) 

y 100 dólares EE.UU. 

No aplicable. 

Alquiler de sistema de megafonía No aplicable. 165.000 UGX (50 euros) al día. 80 euros al día. No aplicable. No aplicable. 

Comidas 10.000 CFA (4,50 

euros) por 

participante 

40.000 UGX (3 euros) por 

participante. 

2.000 KES (18 euros) por 

participante. 

16 dólares EE.UU. (12 euros) en Bunia, y en 

Kinshasa 26 dólares EE.UU. (19 euros), por 

participante. 

4.373 XAF (7 euros) por 

participante. 

Alojamiento No aplicable. 300.000 UGX (100 euros) por 

participante. 

12.000 KES (100 euros) por 

participante. 

Solo en Bunia, entre 40 dólares EE.UU. (30 

euros) y 100 dólares EE.UU. (70 euros) por 

participante. 

No aplicable. 

Servicios de 

interpretación/traducción 

No aplicable. No aplicable. 30.000 KES (270 euros) por 

actividad. 

600 dólares EE.UU. (450 euros) por mes, solo 

en Bunia, para radiodifusiones. 

No aplicable. 

Alquiler de 

proyector/generador 

No aplicable. 300.000 UGX (100 euros), en 

raras ocasiones. 

Entre 10.000 KES (90 euros) 

y 15.000 KES (130 euros) 
por día, ocasionalmente.  

Entre 100 dólares EE.UU. (70 euros) y 200 

dólares EE.UU. (140 euros) para Bunia y 
Kinshasa, en raras ocasiones. 

No aplicable. 

Suministros de oficina 130.000 CFA (200 

euros) por misión. 

Entre 300.000 UGX (87 euros) y 

400.000 UGX (116 euros) por mes. 

5.000 KES (50 euros) por 

mes. 

50 dólares EE.UU. (35 euros) por mes en 

Bunia y Kinshasa. 

200 euros por mes. 

Llamadas de teléfono, 

fotocopias, pilas 

Entre 30 euros y 50 
euros cada vez. 

Entre 30 euros y 50 euros cada 
vez. 

Entre 50 euros y 100 euros 
cada vez. 

 Entre 30 euros y 50 euros cada vez. Entre 30 euros y 50 euros cada 
vez. 
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Anexo IV – Escalas de reembolso de la Sección de Reparación y Participación de las Víctimas 

 

 Costa de Marfil Uganda Kenya República Democrática del Congo República Centroafricana 

Transporte Para la formación o las sesiones 
informativas que impliquen un 

desplazamiento, se prevé un 

reembolso de los coste de transporte 
de hasta 5.000 CFA (aprox. 7,35 

euros por persona).  

Cuando los intermediarios 
organicen un transporte para las 

víctimas, el coste reembolsado 

oscila entre 5.000 CFA (7,63 euros) 
y 15.000 CFA (23 euros) para el 

total de víctimas.  

Principalmente alquiler de motocicletas a 
una tarifa de 50.000 UGX (aprox. 15 

euros) por día. El combustible (un litro 

cuesta aprox. 5.000 UGX (1,5 euros)) se 
reembolsa por millas. Los costes de 

reparación varían y se reembolsan previa 

presentación de una factura.  

El reembolso oscila entre 200 
KES (1,70 euros) y 3.000 KES 

(26 euros) por día y por persona.  

Entre 4 dólares EE.UU. (3 euros) y 80 
dólares EE.UU. (61 euros) para un 

viaje de ida y vuelta.  

En Bangui la tasa de reembolso 
es de 2.000 XAF (3 euros) para 

un viaje de ida y vuelta a la 

oficina desde la ubicación del 
intermediario. Para 

desplazamientos más lejanos a la 

provincia, la cantidad máxima es 
de 30.000 XAF (45,7 euros). Si 

hace falta alquilar una moto, el 

coste es de 30.000 XAF (45,7 
euros) por día.  

Comuni-

cación 

La cantidad varía entre 5.000 CFA y 
15.000 CFA (entre aprox. 7,63 

euros y 22,87 euros). 

Los costes de tiempo de emisión se 
reembolsan en función del número de 

víctimas que haya que movilizar, en un 

rango de 5.000 UGX (1,5 euros) y 10.000 
UGX (3 euros) por día.  

Para la movilización, un mínimo de 
3.000 KES (26 euros); la cantidad 

máxima reembolsable es de 5.000 

KES (44 euros), para una operación 
de movilización de hasta dos 

semanas. 

No hay un reembolso regular del 
tiempo de emisión. Si la Sala realiza 

un pedido, el reembolso asciende a un 

mínimo de 5 dólares EE.UU. (3,80 
euros) por semana. 

Para fines de movilización, la tasa 
de reembolso oscila entre un 

mínimo de 2.000 XAF (3 euros) y 

un máximo de 10.000 XAF (1,5 
euros). 

Comidas La comida (p. ej., pausa para el café) es 
ofrecida por empresas de catering o a 

cargo de la sala de reuniones contratada. 

Las pausas para el café cuestan entre 

aprox. 2.000 CFA (3,05 euros) y 5.000 

CFA (7,35 euros) por persona. 

Las comidas se reembolsan hasta un 
máximo de 10.000 UGX (3 euros) por 

persona y por día previa presentación de 

las facturas correspondientes.  

 

Variable, dado que el coste de las 
comidas suele estar incluido en el 

alquiler del local. 

 

Variable, dado que el coste de las 
comidas suele estar incluido en el 

alquiler del local. El coste oscila entre 

3 dólares EE.UU. (2,29 euros) y 7,5 

dólares EE.UU. (5,74 euros) por 

persona.  

El reembolso oscila entre un 
mínimo de 2.000 XFA (3 euros) y 

un máximo de 10.000 XAF 

(11,50 euros) por día y por 

persona.   

Aloja-

miento 

Ningún coste hasta la fecha, puesto 

que todas las personas involucradas 
residían en Abidjan. 

Los costes de alojamiento no suelen 

pagarse con fines de movilización, puesto 
que los intermediarios suelen trabajar en 

el distrito de sus comunidades. Sin 

embargo, si un intermediario debe 
desplazarse a otro distrito, aplicaríamos 

una tasa de reembolso de entre 30.000 

UGX (9 euros) y 50.000 UGX (15 euros) 
por noche.  

Un mínimo de 3.000 KES (25 

euros) por noche, previa 
presentación de las facturas 

correspondientes. 

 

En función de la ubicación: la media 

es de 30 dólares EE.UU. (23 euros). 

15.000 XAF (22,8 euros) por día 

y por persona. 

Interpre-

tación 

No se reembolsan los costes de 

interpretación a los intermediarios.  

El coste de un intérprete por día es de 

aprox. 25.000 UGX (7,60 euros).  

  No se reembolsan los costes de 

interpretación a los 
intermediarios. 

Otros    El reembolso de los gastos 

administrativos (tales como 
fotocopias, etc.) puede ascender a 

aprox. 20 dólares EE.UU. (15 euros) 

por mes. 

El reembolso de los gastos 

administrativos (tales como 
fotocopias, etc.) puede ascender a 

aprox. 1.000 XAF (1,5 euros) y 5.000 

XAF (7,6 euros). 

___________ 


